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SECRETARIA- Mocoa, seis (06) de octubre de dos mil veinticinco (2025).  En la fecha doy 
cuenta al señor Juez que por reparto del Centro de Servicios Judiciales de Mocoa- Putumayo, 
correspondió a este Despacho el conocimiento de la acción de tutela de radicado 2025-00081-
00, la parte actora eleva solicitud de medida cautelar. 

 
NIYIRET MUÑOZ MENESES  

Oficial Mayor 
 
 

DISTRITO JUDICIAL DE MOCOA 
JUZGADO PENAL DE CIRCUITO ESPECIALIZADO 

MOCOA – PUTUMAYO 
 

Mocoa, seis (06) de octubre de dos mil veinticinco (2025) 
 
Radicado:           860013107001 -2025-00081 -00 
Accionante: JOSÉ ALEXANDER AFRICANO MACIAS  
Accionadas:                INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA DEL PUTUMAYO – 

UNIPUTUMAYO (ITP) 
                    

Auto Interlocutorio No. 266 
 
El señor JOSÉ ALEXANDER AFRICANO MACIAS, identificado con cédula de ciudadanía 
número 74.180.819 de Sogamoso, presenta acción de tutela en contra de la INSTITUCIÓN 
UNIVERSITARIA DEL PUTUMAYO – UNIPUTUMAYO (ITP), dependencias de esa entidad 
TALENTO HUMANO, CONSEJO DIRECTIVO, CONSEJO ACADÉMICO y COMITÉ DE 
SELECCIÓN Y EVALUACIÓN UNIPUTUMAYO, reclamando la protección de sus garantías 
fundamentales de derecho de petición, debido proceso administrativo, igualdad, acceso a la 
función pública, principios de transparencia, legalidad y buena fe. 
 
El despacho observa que la demanda reúne los requisitos establecidos en el inciso 1º del 
artículo 14 del Decreto 2591 de 1991. Del mismo modo se aprecia que esta agencia judicial 
es competente para asumir su conocimiento en virtud de lo dispuesto en el numeral 2 del 
artículo 1º del Decreto 333 de 2021, el cual consagra que los jueces de Circuito con categoría 
de tales son los competentes para conocer en primera instancia la acción de tutela que se 
interponga a prevención en el lugar donde ocurriere la presunta vulneración de los derechos 
fundamentales invocados que en el presente caso coincide con el domicilio de los sujetos 
pasivo y activo. 
 
En el presente caso la tutela se presenta en contra de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA DEL 
PUTUMAYO – UNIPUTUMAYO (ITP), que es una Institución de Educación Superior creada 
mediante Ley 65 de 1989 como establecimiento público, de carácter académico del orden 
departamental, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
adscrito al departamento del Putumayo y por el lugar donde ocurre la vulneración de los 
derechos fundamentales que coincide con el domicilio del demandante y accionado, este 
Despacho es competente. 
 
Es así, que en virtud de lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del 
Decreto 2591 de 1991, se ADMITIRÁ la demanda de tutela. 
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En aras de conformar el contradictorio acorde con las circunstancias fácticas planteadas y 
pretensiones, se vinculará al presente trámite constitucional al MINISTERIO NACIONAL DE 
EDUCACIÓN, y DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, en el evento en que puede resultar 
afectados con las decisiones que adopte el Despacho, y es necesario garantizar su derecho 
de defensa, contradicción y debido proceso. 
 
Conforme a lo anterior, se les concederá a las partes accionadas y vinculadas, el término 
improrrogable de DOS (2) DÍAS, para que se pronuncien acerca de las manifestaciones de la 
parte actora, rindan informe, expongan lo que consideren pertinente y alleguen las pruebas 
que pretendan hacer valer dentro del trámite constitucional. 
 
 

• DE LA MEDIDA CAUTELAR  
 
Con la solicitud de amparo la actora presenta solicitud de medida cautelar consistente en: 
 

“Solicito que se decrete de manera inmediata la suspensión total y provisional de la 
Convocatoria Docente 2025 (Resolución 0603/2025) y todas sus etapas, hasta la 
decisión definitiva de esta tutela”. 

 
En atención a lo pretendido, el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991, preceptúa:  
 

“Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 
concreto que lo amenace o vulnere.  
 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la 
continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés 
público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger 
los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.  
 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se 
hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible.  

 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se 
produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 
conformidad con las circunstancias del caso. (…)”  

 
Por su lado, la Corte Constitucional precisó que la solicitud de medidas provisionales procede 
adoptarlas (i) cuando resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho 
fundamental se convierta en una violación o; (ii) cuando habiéndose constatado la existencia 
de una violación, estas sean necesarias para precaver que la violación se torne más gravosa.  
 
Con base en los referentes expuestos, se tiene que el decreto de las medidas provisionales o 
cautelares solo se justifica ante hechos evidentemente amenazadores y lesivos para los 
derechos fundamentales del accionante, que en caso de no decretarse podría hacer aún más 
gravosa su situación; pues, de no ser así, la medida no tendría sentido y el accionante debería 
esperar los términos preferenciales que estableció el ordenamiento para resolver de fondo la 
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tutela. Es así como al analizar las precisas circunstancias del caso en estudio, el juez 
determinará si es o no necesaria la adopción de medidas previas a las definitivas del fallo. 
 
Así las cosas, el despacho considera que para establecer si es viable decretar la medida 
solicitada por el accionante, es necesario indagar si la vulneración del derecho fundamental 
señalado por la parte actora se evidencia de forma manifiesta, si los fundamentos fácticos 
tienen un principio de prueba sobre su ocurrencia y, si la medida solicitada tiene el efecto útil 
de proteger el derecho que se busca tutelar. Lo anterior por cuanto la procedencia de la medida 
cautelar pende de la demostración o de la inminencia a una vulneración de un derecho 
fundamental, para prevenirla, o de su vulneración actual, para hacerlo cesar.   
 
Encuentra este Juzgador que la solicitud de medida cautelar elevada por el sujeto activo 
carece del criterio de “periculum in mora”, por cuanto la acción de tutela como mecanismo de 
protección constitucional de derechos fundamentales cuenta con un término máximo 
sumamente breve para su resolución correspondiente a 10 días hábiles y propugna por la 
plena garantía de los derechos fundamentales de las personas, lo que implica que, no 
habiéndose demostrado una urgencia apremiante que obligue a tomar una decisión previa a 
eso corto lapso; de acuerdo con los hechos expuestos en el libelo demandatorio se hace 
necesario escuchar al sujeto pasivo y garantizar su derecho de defensa para la conformación 
de un criterio ajustado a la realidad integral del caso. 
 
Ahora, frente al criterio fumus boni iuris; debe decirse que pese a que el debate que se propone 
en el presente amparo tiene relevancia constitucional, el accionante, aunque discriminó varios 
anexos en su escrito, una vez revisados los documentos que integralmente se cargaron por el 
aplicativo digital de presentación de tutelas, el derecho de petición de fecha 18-08-2025, 
dirigido a TALENTO HUMANO, CONSEJO DIRECTIVO, CONSEJO ACADÉMICO 
UNIPUTUMAYO en el cual se solicita la revocatoria de la  Resolución No. 0603 de 2025, y 
petición de 25-08-2025 en el cual se solicita una documentación relacionada con la solicitud 
de revocatoria directa; copia del mencionado acto, junto al cronograma al igual que la  
resolución No. 0891 (22 de septiembre de 2025) “Por la cual se modifica el cronograma del 
concurso público y abierto para la provisión de cargos de tiempo completo y medio tiempo”, se 
advierte que dichos documentos por sí solos resultan insuficientes para verificar la apariencia 
de buen derecho que exige la adopción de una medida cautelar. 
 
Así las cosas, las medidas provisionales deben estar fundadas en circunstancias que no 
admitan la corta espera para la resolución de las controversias sometidas a litigio, en el caso 
particular, la petición cautelar es idéntica a la petición principal de la acción de tutela, por lo 
tanto la orden de suspensión de la Convocatoria Docente 2025 (Resolución 0603/2025) 
adelantada por la accionada y todas sus etapas, a que alude el accionante en el libelo de tutela 
puede determinarse al resolver de fondo la presente acción de tutela, aunado al hecho de que 
la medida solicitada carece de sustentación y pruebas que evidencia la urgencia a efectos de 
su decreto, motivo por el cual, esta célula  Judicial denegará la medida provisional incoada por 
la accionante. 
 
En ese orden de ideas, frente a la medida provisional solicitada por el accionante, el despacho 
no encuentra en este momento procedente su decreto, pues del análisis de los hechos y las 
pruebas que se aportó con la solicitud de tutela, no se advierte de forma inmediata la 
vulneración inminente de los derechos alegados y no se puede concluir la necesidad 
apremiante de decretar una medida provisional antes de resolverse en esta instancia la tutela 
que se presentó. 
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Por consiguiente, no resulta procedente decretar la medida provisional en este momento, dado 
que no se observa que con ella se pueda evitar una situación más gravosa de los derechos 
fundamentales presuntamente vulnerados, por lo que se negará. 
 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Mocoa, 
administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley RESUELVE: 
 
 
PRIMERO:   AVOCAR el conocimiento de la presente acción de tutela propuesta por el señor 
JOSÉ ALEXANDER AFRICANO MACIAS, identificado con cédula de ciudadanía No 
74.180.819 de Sogamoso en contra de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA DEL PUTUMAYO 
– UNIPUTUMAYO (ITP), TALENTO HUMANO, CONSEJO DIRECTIVO, CONSEJO 
ACADEMICO y COMITÉ DE SELECCIÓN Y EVALUACIÓN UNIPUTUMAYO.  
 
SEGUNDO:  VINCULAR al presente trámite constitucional al MINISTERIO NACIONAL DE 
EDUCACIÓN, y DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO según lo expuesto en la parte motiva de 
esta providencia. 
  
TERCERO:   NOTIFICAR este auto a la accionada y vinculadas, indicando que disponen del 
término de dos (2) días para que, ejerzan su derecho constitucional de defensa, rindan informe 
sobre los hechos a que se contrae la demanda de tutela y presenten todos los documentos y 
pruebas que pretendan hacer valer dentro del trámite constitucional. 
 
CUARTO: NEGAR, la solicitud de suspensión de la Resolución No. 603 de 2025 
Convocatoria Docente 2025 adelantada por la accionada, hasta tanto se resuelva de fondo la 
solicitud, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente auto. 
 
QUINTO: TÉNGANSE como pruebas, el escrito de tutela mediante el cual se solicita el 
amparo, los anexos aportados, y todos aquellos documentos que legal y oportunamente se 
alleguen. 
 
SEXTO: PRACTICAR toda prueba tendiente a esclarecer los hechos materia de estudio. 
 
SÉPTIMO: Para lograr una diligencia pronta y efectiva, REALIZAR las notificaciones a los 
accionados y los requerimientos probatorios a que haya lugar por el medio más expedito 
posible. Obtenido lo anterior, secretaría dará cuenta para resolver.   
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

(Original firmado) 
ALEXANDER ARGOTI LAGOS 

Juez  
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